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COMUNIDAD AUTONOMA
DE LA REGION DE MURCIA

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTONOMA .
DE LA REGION DE MURCIA

sea notorio a todos los ciudadanos' de la Región de Murcia, que 11
Asamblea Regional ha aprobado la Ley 3/1990, de 5 de abril, d,
Hacienda de la Región de Murcia. ,

Por consiguiente, al amparo del articulo 30.2 del Estatuto de
Autonomía, en nombre del Rey, promulgo y ordeno 1a publicación de
la sjguiente Ley...

Importante

Si el teléfono no funciona correctamente, avise al' encarp40 de
establecimiento o directamente al Servicio de Asistencia Técnica d
Telefónica. marcando el 002~ lIamada .gratuita.

Para cualquier reclamación o denuncia puede dirigirse' a las Asocil
ciones d'c'Consumidores y Usuarios o a los Organismos Autonómicos j

Municipales competentes en matc:ria de consumo. .

Nota: El tipo de IVA 'aplicable al servido telefónico; en el ejercicio
presupuestario de 1"990. es del 12-por 100. exceptuadas las isla
Canarias, Ceuta y Meli1la. . .

Orden del Ministerio de Transportes. ·Turismo y Com.unicacione
de 16 de marzo de 1990 (<<Boletín Oficial del Estado» número 6~
del 20).

Texto aprobado por Resolución del Delegado del Gobierno e:
Telefónica de España de 9 de julio de 1990.

EXPOSICIONDE MOTIVOS

La Hacienda Pública de'}a' Región· de .Murcia;' .cuyos derechos .
obligaciones se venían' recogiendo de una . forma cifrada.: conjunta :
sistemática en sus sucesivas leyes de Presupuestos, ha expeñmentado w
crecimiento tan cuantioso eolos últimos dos años que obliga a que 1:
aparición de'una Ley de Hacienda propia de la Región de Murcta.ni
puede demorarse por m's tiempo.

Por otro lado, .desde el último c,uatñmestre· de, 1988, eJ Estado h
producido dos normas con la suficiente iñCidencia sobre la Hacienda di
la Región de Murcia, que han motivado el que su Consejo de Gobiernl
emprenda la tarea de sincronizarlas y adaptarlas a las peCuliaridades d
la Comunidad Autónoma.' Esto se hace en un texto que, como e
-presente, es, además. globalizador de, toda la regulación en materia di
hacienda pública y de administración 'financiera; las dos normas ante
mencionadas son el texto refundido de la Ley General Presupuestaria
promulgado por el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 d
septiembre, y la Ley 39/1988, r~uladora de las Haciendas locales, de 2:
de diciembre. siendo de espeClal incidencia 'esta última al ser la d.
Murcia una.Comunidad Autónoma uniprovincial.

Con la presente Ley se desarrolla en este aspecto lo previsto en e
Estatuto-de Autonomía y se ordena, por ley regional, la regulación básico
en la materia financiera. entendida en sentido amplio, materia para cUYJ
regulación se venían utilizando, aunque de' una manera forzada, la
sucesivas leyes de presupuestos ysupletoriamente las· disposicione
estatales en la forma prevista por el artículo IS.4 del Estatuto ó
Autonomía y el artículo 149.3 de la Constitución.

Todas las normas hasta aquí citadas. sin olvidarnos de.. la ,Le:
Orgánica 8/1980, de.22 de septiembre, de Financiación de las Comuni
dades Autónomas, requerían una adaptación· y coordinación con la
peculiaridades y necesidades de regulación financieras de la Región di
Murda. y la presente Ley aparece con la vocación de satisfacer toda
esas finalidades, siguiendo con fidelidad el sistema jurídico establecidl
en la Ley General Presupuestaria, recogiendo los principios tradicionale
de Unidad de Caja. de Presupuesto y de Intervención e introduciendl
las variantes necesarias para coordinar con la Hacienda del ~stado, 1:
Hacienda de la Región de Murcia. . '

El texto presente comprende 107 .artículos y aborda, dividido el
titulos, los siguientes temas:

Título preliminar. que contempla los principios generales.de 1:
actividad financiera j,unto a los que se recogen los de lutela financiero
de los Entes Locales. asi como' la rendición de cuentas, sin perJuicio. di
las competencias de la Asamblea Regional, al Tribunal de Cuentas.

, El título I establece el régimen. juridico. de ·Ia. Hacienda PJ,íblic
regional y regula en cuatro capítulos las, materias de recaudación

LEY 3/1990. de 5 de abril. ·de Heu:ienda de' la Región d.
Murcia.

16846.

ANEXO QUE SE ClTA

Texto para'el cartel informa~vode'los teléfonos de cobro automitico de
dhdarlclad liiena

La Orden de 22 de. j'unio de 1982, en su disposieión final segunda,
autoriZa al Del~do de Gobierno en la Compañia Telefónica Nacional
de España a dIetar las normas necesarias para el desarrollo de lo
establecido en esta disposición. normas Que,si hasta el presente·no se
han mostrado necesarias, la aparición de aquellos telffonos. unido. a las
nuevas tendencias liberalizadoras y retos que la intq:raci6n en la
Comunidad Económica Europea representa; hace ya imprescindible.

Considerando cuanto antecede, en uso de la autorización conferida
al Delepdo del Gobierno en Telefónica en la disposición final segunda
de la Orden de 22 de junio de 1982, de acuerdo con la Administración
de Consumo, y oidas en consulta las Asociaciones de Consumidores y
Usuarios según estableee el articulo 22 de la Ley 26/1984, de 19 de julio,
General para la Defensa de Consumidores y Usuarios, aSÍ como en la
Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación de las Telecomunica­
ciones, he resuelto:

Primero.-Lo dispuesto en la Orden de 22 de junio de 1982 es de
aplicación a los te~fonos de cobro automático con prosramaci6n del
importe de la unidad de cómputo y visor informativo del mismo.

Seaundo.-Eltitular pfOllClllllará el equipo para recargar hasta un 25
por 100 los servicios automáticos Que se efectúen a través del tenninal
de su titularidad, realizando en el terminal los ajustes que correspondan
para adecuar el pteciode los impulsos de cómputo a las modificaciones
que este experimente. por disposición legal, más el TeC8f1O autorizado.

, Del mismo ,modo, -el titular del abono retirará de la hucha los
importes existentes en· el~ alcanzándole las responsabilidades que,
como abonado 'al servicio telefónico. le corresponden, de conformidad
con el punto 13 del R~amento de Servicio de 9 de julio de 1982,

Cualquier, manipUlaCión fraudulenta del equipo podrá ser objeto de
sanción de acuerdo con las leyes.

Tercero.-El titular podrá reducir aquel recargo en la medida en que
10 estime conveniente, Ile~ndo incluso -a anularlo. Ello. sin embargo, no
le eximirá de la oblipaón de satisfacer a Telefónica las -tarifas por
servi~o medido y cuotas vigentes en cada momento, sin ningún tipo de
reducción.. . .. .. ..

Cuarto.-Si el, teléfono permite el cobro autom'tico' del rervicio a'
través de operadora, 'el recargo del servicio cunado -en esta modalidad
será, en todos los casos; del 25 por 100, . ,

'Si el 'teléfono no permitiera ,el cobro, automático del servicio' a' través :
de operadora. será potestativo de) titular la prestación de servicio bajo
esta _modalidad, pudiendo,' en .este caso. facturar con el recargo. que
decida, con el máximo del 25 por 100 autorizado.

Quinto.-Telefónica de ,España facilitará a los titulares 185 instruccio-­
nes.precisas para·la-correcta-programación de los impulsos de cómputo.
El titular del abono es el único responsable frente a los usuarios, frente
a la Administración Pública y frente a Telefónica de España, .de cuantas
manipulaciones no autorizadas se realicen' en el terminal, y, más
concretamente. ·en-orden a la fijación del precio de los :impulsos de
cómputo.. sin perjuicio de cualesquiera otras responsabilidaaes que.
puedan corresponderl~. "

Scxto.-Los titulares vendrán obligados a 'exhibir. junto al teléfono,
un cartel informativo en las condiciones definidas en el anícu)o 5.0 de
la Orden de 22 de junio de ·1982. y con el texto que se íncluye en el
anexo. Dicho cartel será producido y distribuido por Telefónica.

Séptimo.-De acuerdo con lo previsto en la Ley ·26/1984, de 19 de
julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y en la
Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación de las Telecomunica­
ciones, y. demás disposiciones vigentes. las infracciones que pudieran
producirse serán resueltas por el Delegado del Gobierno en Telefónica '
de España cuando se concluya que la responsabilidad corresponde a esta
Compañía, respetando las competencias de las Administraciones de
Consumo cuando la infracción sea imputabl~ altitular. En todo caso, el
Delegado del Gobierno puede decidir la baja en el servicio telefónico. en
el supuesto de, infracciones especialmente graves.

La presente Resolución entrará en· vigor el mismo día de su
publicación en el «B9letín Oficial del Estado».

Madrid, 9 de julio de 1990.-El Delepdo del Gobierno en Telefónica,
Javier Nadal Anño.

Desde este· teléfono se puede cursar todo tipo de comunicaciones
automáticas urbanas, interurbanas e internacionales, con un recargo
máximo del.25·por 100 sobre .el. importe .de cada. llamada, .según las
tarifas oficialmente aprobadas.

El precio del impulso de. cómputo que le será aplicado aparecerá en
.. el visor del teléfono en el momento de descolgar. (máximo 5,46 pesetas,

incluido recargo e IVA). .'. '
Para conferencias manuales. consultar con la persona encargada.
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derechos de la Hacienda Publica regionaL obligaciones de la Hacienda
Pública regional y las tercerías y reclamaciones previas a .la via judici~L

El título 11 regula el régimen del Presupuesto de la Reglón de Murcia,
siendo único para la Administración de la Comundiad AutónOma, sus
Organismos autónomos y empresas públi<;as regionales, y a lo l,!rgo de
cuatro cap:tulos se trata el concepto, elaboración y aprobación. los
créditos y sus modificaciones, la ejecución y liquidación. y, finalmente.
las normas espe<'lales para los Organismos autónomos de naturaleza
comercial. industrial. financiera o análoga y para las empresas públjcas
regionales.

El titulo lB recoge la actividad del Te~oro Público regional, sus
prerrogativas y derechos similares a los del Tesoro Publico estatal, tal y
como establece la Ley Orgánica de Financiación de las ComUnidades
Autónomas. abordando en tres capitulas las disposiciones generales, el
regimen de las fianzas, depósitos y avales, y, finalmente, el del endeu~

da miento.
El titulo IV trata de la intervención y otras formas de control,

regulándose en él el control interno de la Comunidad Autónoma e
incorporando el control de carácter financiero mediante tecnicas moder­
nas de inspección y auditoría. También se regula en este titulo la
contabilidad, resaltándose su utilidad, tanto como instrumento para la
gestión administrativa como para facilitar la información necesaria para
la toma de decisiones. En este sentido, se establece un sistema de
contabilidad que se coordina con el Plan General de Contabiidad del
sector publico estatal y se sujeta en su régimen jurídico a la remisión al
Tribunal de Cuentas y a la Asamblea Regional, a través de la
Intervención General de la Región de Murcia, mediante la rendición de
la cuenta general del ejercicio.

El título V y último se ocupa del régimen de las responsabilidades en
que puedan incurrir las autoridades y los funcionarios en el manejo de
los fondos públicos cuando perjudiquen económicamente la Hacienda
Publica regional.

TITULO PRELIMINAR

Principios generales

Artículo primero. l. La Hacienda Pública regional está consti·
tuida por el conjunto de derechos y obligaciones de contenido econó­
mico cuya titularidad corresponde a la Comunidad Autónoma y a sus
Organismos autónomos.

2. La Comunidad Autónoma y sus Organismos autónomos tendrán
el mismo tratamiento fiscal que la ley que otorga al~Estado. En la gestión
de los derechos económicos y en el cumplimiento de sus obligaciones,
la Hacienda regional gozará de las prerrogativas reconocidas en las leyes.

Los Organismos autónomos. regionales gozarán de las prerrogativas
y beneficios fiscales que la legislación vigente establezca.

Art. 2. 0 l. La administración de la Hacienda Publica regional se
regirá:

a) Por la presente Ley.
b) Por las leyes específicas en la materia que apruebe la Asamblea

Regional.
c) Por la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autó~

noma para cada ejercicio y durante su vigencia.
d) Por la legislación general del Estado en la materia, en los casos

prevIStos expresamente en la Constitución, en el Estatuto de Autonomía
! en la presente Ley.

e) Por las normas reglamentarias que se dicten en su desarrollo.

2. Tendrán carácter supletorio las demás normas de derecho
administrativo, y, a falta de éstas, las de derecho comun.

Art. 3.° 1. Corresponde a la administración financiera de la
Comunidad Autónoma:

a) El cumplimiento de las obligaciones económicas de sus órganos,
Organismos autónomos y empresas públicas, a través ue la gestión y
aplicación. de sus recursos a las finalidades que sean competencia de la
Comunidad Autónoma, conforme a los principios constitucionales de
I~galid.ad, objetividad, eficacia y economía, y su programación y
eJecución atenderá, asimismo, a los principios de territorialidad v
solidaridad. .

b) La colaboración en materia financiera y tributaria con los Entes
Locales de la Región, de acuerdo con el Estatuto de Autonomía y la Ley
reguladora de las Haciendas Locales así como la ordenación y control de
las instituciones financieras y crediticias que operen en el ámbito de la
Región de Murcia.

2. Las reclamaciones que se interpongan contra los actos dictados
por la Administración Regional en lo referente a tributos propios
tendrán naturaleza económicoMadminsitrativa, y su conocimiento y
resolución corresponde en única instancia el Consejero de Hacienda,
que agotará, en todo caso, la vía administrativa.

Art.4.0 l. La administración de la Hacienda Publica regional está
sometida a los siguientes principios:

a) De presupuesto unico anual, el cual se elaborará considerando
los objetivos y prioridades establecidos por la ordenación y planificación
de la actividad económica regional.

b) De unidad de caja, para lo cual se integrarán y custodiarán cn
la Tesorería todos los fondos y valores de la Hacienda regional.

c) De intervención de todas las operaciones de contenido eco­
nómico, segun las normas contenidas en esta Ley para cada Ente.

d) De contabilidad pública, tanto para reflejar toda clase de
operaciones y de resultados de su actividad, como para facilitar datos e
información, en general, que sean necesarios para el desarrollo de sus
funciones.

2. Las cuentas de la Hacienda Pública regional se someterán al
control del Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de las competencias de la
Asamblea RegionaL

Art. 5.° 1. Los Organismos autónomos de la Región de Murcia,
como entidades de derecho publico creada por 'Ley de la Asamblea
Regional, con personalidad jurídica y patrimonio propio, se clasifican,
a los efectos de esta Ley, en:

a) Organismos autónomos de carácter administrativo.
b) Organismos autónomos de carácter comercial, industrial, finan­

ciero o análogo.

2. Los Organismos autónomos de la Región de Murcia se reginin
por las disposiciones de esta Ley, segun la anterior clasificación, y por
las demás que les sean de aplicación en las materias no reguladas en la
misma.

An. 6.° 1. Son empresas públicas regionales:

a) La entidades de derecho publico, dotadas de personalidad
jurídica propia, que por Ley hayan de ajustar su actuación al derecho
privado.

b) Las sociedades mercantiles en cuyo capital tenga participación
mayoritaria, ya sea directa o indirectamente la Administración regional,
sus Organismos autónomos u otras empresas públicas regionales.

2. Las empresas publicas de la Región de Murcia se regirán por las
normas de derecho mercantil, civil o laboral, salvo en las materias en
que les sea de aplicación la prescnte Ley.

Art. 7.° Corresponde a la Asamblea Regional la regulación
mediante Ley de las siguientes materias relativas a la Hacienda Publica
de la Comunidad Autónoma:

a) Los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma y dc
sus Or~anismos autónomos, así como sus modificaciones a través de la
conccstón de créditos extraordinarios y suplementos de crédito en los
términos previstos en la presente Ley.

b) El establecimiento, modificación y supresión de los tributos
propios y de los recargos sobre los impuestos del Estado, así como sus
e~enciones y bonificaciones.

c) La emislón y regulación de la deuda de la Comunidad y de sus
Organismos autÓnomos, así como las autorizaciones para concertar
operaciones de crédito superiores a un año y otorgar avales.

d) El régimen general y especial en materia financiera de los
Organismos autónomos regionales.

e) El régimen dc patrimonio y contratación de la Comunidad
Autónoma.

O Cualesquiera otras que segun el ordenamiento vigente deben
regularse por ley.

Art.8.0 Corresponde al Consejo de Gobierno en las materias objeto
de esta Ley:

a) Aprobar los Reglamentos para la aplicación de la misma.
b) Elaborar y aprobar el Proyecto dc Ley de Presupuestos Genera­

les de la Comunidad Autónoma; presentarlo para su examen, enmienda
y aprobación por la Asamblea Regional, y ejecutarlo confome a las
normas presupuestarias.

c) Ordenar los gastos en los supuestos legalmente previstos.
d) Disponer la realización dc operaciones de crédito y emisión de

deuda publica con el volumen y características fijados en la Ley de
Presupuestos.

e) Prestar o denegar la confonnidad a la tramitación de las
proposiciones de ley o enmiendas que impliquen un aumento de los
créditos presupuestarios del estado de gastos o una disminución de los
ingresos presupuestarios.

O Determinar las directrices de la política económica y financiera
de la Comunidad Autónoma.

g) Cualesquiera otras que le estén atribuidas por el Estatuto de
Autonomía y las leyes.

Art. 9.° Corresponde al Consejero de Hacienda en [as materias
objeto de esta Ley:

a) Proponer al Consejo de Gobierno las disposiciones y acuerdos
atribuidos a la competencia de éste en las materias propias de esta Ley.

b) Elaborar y someter a la aprobación del Consejo de Gobierno el
anteproyecto de Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad.
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e) La administración, Jcsti6n y recaudación de los derechos econó-
micos de la Hacienda ROllona!. .

d) Velar por la ejecución de los Presupuestos Generales y por el
cumplimiento de la's disposiciones referentes a la Hacienda Regional.

e), La función ~ ordenación de PBlos. -
f) Proponer al Consejo de -Gobierno la colaboración en materia

financiera y tributaria, con los E;ntes locales de la Reg.i6n, de acuerdo con
el Estatuto de Autonomía.

g) Dietar las disposiciones y. resoluciones que pr~dan en el
ámbito de las materias propias de esta Ley.

h) Las demás competencias o funciones que le atribuyen las leyes
en las materias propias de esta Ley. -

An: JO. Son funciones propias de los Consejeros en los "términos
establecidos en esta Ley:

a) Elaborar el anteproyecto de presupuesto correspondiente al
estado de gastos de la Consejer:ía en los términos establecidos en esta

Leyb) Gestionar los créditos presupuestarios de sus .respectivas sec-
ciones. .

e) Contraer-obligaciones económicas en nombre y par cuenta de la
Comunidad. -

d) Autorizar. disponer o comprometer los gastos Que no. sean de la
competencia del Consejo de Gobierno, y elevar a la aprobación de éste
los Que sean de su competencia.

e) Proponer el paco d,e las obligaciones al ordenador de pagos.
O Las demás Que les atribuyan las leyes.

An. 11. Son funciones propias de los titulares de los Organismos
autónomos rq,ionales:

a) Elaborar el anteproyecto del presupuesto del Organismo.
b) La administración, gestión, y recaudación de los derechos econó­

micos del <>rp.nismo autónomo de' los que son titulares.
c) Autonzar los gastos y ordenar los pagos según el presupuesto

aprobado del Organismo. .
d) Las demás que le atri¡'uyen las leyes.

TITULO PRIMERO

Régimen juridico de la Hacienda Pública regional

CAPITULO PRIMERO

Derechos de la Hacienda iública regional

An. 12. Son derechos económicos de la Hacienda Pública regional
y constituyen el haber de la misma:

a) Los ingresos procedentes de sus propios impuestos, tasas y
contribuciones especiales.
- b) Los ingresos procedentes de los tributos Que sean cedidos total

o parcialmente por el, Estado.
c) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho

privado.
d) Los ingresos procedentes de los recargos Que 'pudiesen estable­

cerse sobre los impuestos del Estado.
e) Las panicipaciones en los ingresos del Estado.
f) El producto de las operaciones de crédito y de las emisiones de

deuda.
g) el producto de las multas y sanciones en el ámbito de su

competenCia.
h) Las asignaciones que se pueden establecer con cargo a los

Presupuestos Generales del Estado o de otros Entes nacionales o
supranacionales.

i) Los ingresos de sus propios' precios públicos.
j) Cualesquiera otros ingresos 'públicos o privados.

Art. 13. Los recursos de la Hacienda de la Región de Murcia se
destinarán a satisfacer el conjunto de sus obligaciones, salvo que por Ley
se establezca su afectación a fines determinados.

Art. 14. l. La administración de los recursos de la Hacienda
Pública regional corresponden, según su titularidad, a la Consejería de
Hacienda o a los Presidentes o Directores de los Organismos autónomos
con los controles que la le)' establezca.

2. Las personas o EntIdades que tengan a su cargo la administra­
ción de derechos económicos de la Hacienda Pública regional depende~
rán de la Consejería de' Hacienda o del correspondiente Organismo
autónomo, en todo lo relativo a su gestión, entrega o aplicación y a la
rendición de las respectivas cuentas.

3. Estarán obligados a la prestación de fianza los funcionarios,
Entidades o paniculares que manejen o custodien fondos o valores de
naturaleza pública en la cuantía y forma que deteminen las disposiciones
reglamentarias. , '

Art.15. Los rendimientos procedentes del patrimonio -de la Comu~

nidad Autónoma o de sus Organismos autónomqs, deberán reflejarse

por su impone íntegro en una cuenta específica del presupuesto
respectivo.

C:APITULO II

Recaudación

. Art. ió.l. Laadministración·de los tributos propios, en sus. fases de
gestión. liquidación. recaudación, inspecci6n y revisión, se ajus~:

a) A las disposiciones del Estatuto de Autonomfa.
b) A las leyes de la Asamblea Rezjonal. _
c) A los reglamentos que apruebe el Consejo de Gobierno.
d) A las normas de desarrollo dictadas por el Consejero de

Hacienda. _

2. La administración de Iris tributos cedidos por el Estado que, en
su caso, asuma la Comunidad Autónoma se ajustará a lo establecido en
la ley que regule' la cesión, .

En cuanto a los demás' tributós recaudados por ,la Comunidad
Autónoma, ésta tendrá las facultades derivadas de la delegación que
pueda recibir y,en todo caso. las de colaboración Que puedan estable~
cerse.

. Arlo 17. 1. No se podrán enajenar, gravar, ni arrendar los dere~

chos económicos de la Hacienda Pública regional. salvo en los supuestos
establecidos por las ,leyes.

2. No se concederán exenciones, condonaciones, rebajas ni morato­
rias en el pago de los derechos a la Hacienda Publica regional, salvo en
los casos y en la forma expresamente determinados en las leyes.

3. No se podrá tranSIgir ¡"udiciat'ni extrajudicialmente sobre los
derechos de la Hacienda Púb ica regional, ni someter a arbitraje las
contiendas que se susciten acetea de los mismos, sino mediante decreto
acordado en Consejo de Gobierno, previo informe 'de la Dirección de los
Servicios Jurídicos.

Art. 18. l. Para el cobro de los tributas y demás ingresos de
derecho público, la Hacienda Pública regional gozará de las prerrogati­
vas establecidas legalmente para la Hacienda Pública estatal, y actuará
de acuerdo con el procedimiento administrativo correspondiente.

2. Las certificaciones acreditativas del descubierto ante la Hacienda
Publica regional de las deudas correspondientes a Jos derechos referidos
en el apanado anterior. expedidas por los funcionarios competentes,
serán título suficiente para iniciar la vía de apremio y tendrán la misma
fuerza ejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra los bienes
y derechos de los deudores. i

3. No podrán suspenderse los procedimientos administrativos de
ap~miQ.. por vinud de recursos ,interpuestos por los interesados, a,sí
como en los casos de solicitud de 'concesión de aplazamiento.o
fraccionamiento de la deuda, si no se realiza el pago, se consigna su
importe, se garantiza éste mediante aval bancario o en otra forma
reglamentariamente' establecida.

4. No obstante,' podrá suspenderse el procedimiento de apremio,
sin los requisitos establecidos en el, apanado anterior, si el interesado
demuestra que ha existido en su perJuicio error material o aritm~ico en
la determinación de la deuda tnbutaria, o cuando se interponga
reclamación en concepto de tercería de dominio. En este último
supuesto se tomarán las medidas de aseguramiento de la deuda que sean
oponunas.

. Desestimada la reclamación en la vía administrativa, proseguirá el
procedimiento de ap'remio, salvo que de la ejecución puedan derivarse
perjuicios de dificIl o imposible reparación, en cuyo caso podrá
acordarse la suspensión de aquél, siempre que se adopten las medidas
reglamentarias aplicables para el aseguramiento de la deuda.

Art. 19. 1. Las cantidades adeudadas ala Hacienda Pública
regional por los conceptos comprendidos en este ca~ítulo devengarán
intereses de demora desde el día siguiente a su venCimiento..

2. El tipo de interés aplicable será el legal del dinero vi8ente el día
del vencimiento de la deuda, sin peJjuicio de lo establecido en leyes
especiales.

Art. 20. 1. Salvo lo establecido en las leyes reguladoras de, los
distintos recursos, prescribirá a los cinco años el derecho de la Hacienda
Pública regional:

a) A reconocer o liquidar créditos a su ravor, contándose dictJo
plazo desde el día en que el derecho pudo ejercitarse.

b) Al cobro de los créditos reconocidos o liquidados. a contar desde
la fecha de su notificación o, si ésta no fuere' preceptiva. desde su
vencimiento.

2.. La prescripción se aplicará de oficio, sin necesidad de que la
invoque o excepcIOne el sujeto pasivo.

3. La prescripción regulada en el apartado 1 de este anículo
Quedará interrumpida por cualquier acción' administrativa realizada con
conocimiento formal del deudor ,y conducente al reconocimiento,

.regularización, inspección, aseguramiento, comprobación, liquidación o
recaudación de los derechos, así como por la interposición de cualquier
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clase de reclamación o de recurso y por cualquier actuación del deudor
conducente al pago o liquidación de la deuda.

4. Los derechos declarados prescritos serán baja en las respectivas
cuentas. previa tramitación del oportuno expediente.

5. La declaración y exigencia de responsabilidades a que, en su
caso. hava lugar por la prescripción de derechos de la Hacienda
Regional: se ajustará a lo establecido en el titulo V de esta Ley.

6. Se autoriza a la Consejena de Hacienda para que pueda disponer
la anulación y baja en contabilidad de todas aquellas liquidaciones de las
que resulten deudas inferiores a la cuantía que es~¡.me ':i fije co~o
insuficiente para la cobertura del coste que su exaCClOn y recaudaclOn
representen.

CAPITULO III

Las obligaciones de la Hacienda Pública regional

An. 11. 1. las obligaciones económicas de la Comunidad Autó­
noma y de sus Organismos autónomos nacen de la ley. de los negocios
jurídicos y de los actos o hechos que según derecho las generen.

1. El cumplimiento de las obligaciones de pago solamente podrá
exigirse de la Hacienda Pública regional cuando resulte de la ejecución
de su Presupuesto. de conformidad con el aniculo 34 de esta Ley, de
sentencia judicial firme, y la subsiguiente y preceptiva resolución
administrativa o de operaciones de tesorería legalmente autorizadas.

3. Cuando estas obligaciones tengan por causa prestaciones o
servicios a la Comunidad Autónoma, el pago no podrá realizarse hasta
que el acreedor haya cumplido o garantizado su correlativa obligación.

An. 21. 1. Las obligaciones económicas de la Comunidad Autó­
noma no podrán exigirse nunca por el procedimiento de apremio. Los
tribunales, jueces y autoridades administrativas no podrán despachar
mandamiento de ejecución, ni dictar providencias de embargo contra los
derechos. fondos, valores y bienes en general de la Hacienda Pública
regional.

2. Las resoluciones judiciales que determinen obligaciones a cargo
de la Comunidad Autónoma o de sus Organismos autónomos serán
cumplidas puntualmente por la autoridad administrativa competente,
en los terminas por ellas establecidos. sin perjuicio de la posibilidad de
instar su ejecución de acuerdo con la Constitución y las leves.

3. la autoridad administrativa acordará el pago en la forma y con
los limites del Presupuesto. Si para el pago fuere necesario un crédito
extraordinario o suplemento de crédito, deberá solicitarse uno u otro a
la Asamblea RegionaL dentro de los tres meses siguientes al día de la
notificación de la resolución judicial.

An.23. Si el pago de las obligaciones de la Comunidad Autónoma
o de sus Organismos Autónomos no se hiciere efectivo dentro de los tres
meses siguientes al día de la notificación de la resolución judicial. o del
reconocimiento de la obligación, habrá de abonarse el interés señalado
en el articulo 19 sobre la cantidad debida,-desde que el acreedor reclame
por escrito el cumplimiento de la obiigación.

An. 24 1. Salvo lb establecido por leyes especiales, prescribirán a
los cinco años:

a) El derecho al reconocimiento o liquidación por la Hacienda
. Pública regional de toda obligación que no se hubiese solicitado con la

presentación de los documentos justificativos. El plazo se contará desde
la fecha en que se concluyó el servicio o la prestación determinante de
la obligación.

b) El derecho a exigir el pago de las obligaciones va reconocidas o
liquidadas, ,si no fuese reclamado por los acreedores' legítimos o sus
derechohablentes. El plazo se contará desde la fecha de notificación del
reconocimiento o liquidación dc la respectiva obligación.

c). El derecho a la devolución de mgresos indebidos y, en su caso,
a los Intereses correspondientes. El plazo se contará desde la fecha en
que dicho ingreso hubiera sido realizado.

2. la prescripción se interrumpirá conforme a las disposiciones del
Códi~o Civil, quedando a salvo lo que puede establecerse por leyes
especIales.

3. Las obl~gaciones que hayan prescrito serán dadas de baja en las
cuentas respectivas, prevIa tramitación del expediente que corresponda,
en el cual, en todo caso. se da trámite de vista y alegaciones a los
acreedores afectados o a sus derechohabiente.

CAPITULO IV

Tercerías y reclamaciones previas a la vía judicial

An. 25. 1. Corresponde al Consejero de Hacienda la resolución
de las tercerías que se susciten en el procedimiento de apremio, y su
interposición en via administrativa será requisito previo para que
puedan ejercitarse ante los Tribunales de la jurisdicción ordinaria.

2. Igualmente compete la Consejero de Hacienda la resolución de
las reclamaciones previas a la vía judicial en cuestiones de propiedad.

TITULO II

Del Presupuesto

CAPITULO PRIMERO

Concepto, elaboración y aprobación

Art. 26. 1. los Presupuesto Generales de la Comunidad Autó­
noma constituyen la expresión cifrada, conjunta y sitemática de:

a) Las obligaciones que, como máximo, pueden reconocer la
Comunidad Autónoma y sus Organismos autónomos y los dcrechos que
se prevean liquidar durante el correspondiente ejercicio.

b) Las estimaciones de gastos e ingresos a realizar por las empresas
públicas regionales.

2. En los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma sc
consignará, de forma ordenada.:¡ sistemática, el impone de los benefi·
elOS fiscales que afecten a los tributos de la Comunidad Autónoma.

Art. 27. El ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural y
a él se imputarán:

a) Los derechos liquidados durante el mismo, cualquiera que sea el
período de que deriven.

b) Las obligaciones reconocidas hasta el 31 de diciembre del
correpondiente ejercicio, siempre que correspondan a adquisiciones.
obras, servicios. prestaciones o gastos en general realizados dentro del
mismo y con cargo a los respectivos créditos.

An. 28. 1. Los Presupuestos Generales de la Región de Murcia
están integrados por el Presupuesto de la Comunidad Autónoma y los
presupuestos de los Organismos autónomos y de las empresas públicas
regionales.

2. Los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma con­
tendrán:

a) los estados de gastos en los que se incluirán, debidamente
especificados, los créditos necesarios para atender al cumplimiento de
las obligaciones.

b) Los estados de ingresos en los que figuren las estimaciones de los
distintos derechos económicos a liquidar en el ejercicio.

e) Los estados financieros de las empresas públicas regionales y de
los Organismos autÓnomos de carácter comercial, industrial, financiero
o análogo.

An. 29. l. La estructura de los Presupuestos Generales de la
Comunidad Autónoma se determinará por la Consejería de Hacienda.
teniendo en cuenta la organización de la Comunidad Autónoma, de sus
Organismos autónomos y empresas públicas regionales, la naturaleza
económica de los ingresos y de los gastos y las finalidades u objeti vos
que con estos últimos se propongan conseguir.

2. A los fines previstos en el apanado anterior, los estados de gastos
se ajustarán a una clasificación orgánica, funcional, desagregada por
programas y económica.

A estos efectos:
a) la clasificación orgánica agrupará los créditos por secciones y

servicios presupuestarios.
b) La clasificación funcional agrupará los créditos. según la natura·

leza de las actividades a realizar por los distintos órganos de la
Comunidad Autónoma. con dotaciones diferenciadas en los Presupues­
tos Generales de la Comunidad Autónoma que establecerán, de acuerdo
con la Consejería de Hacienda, un sistema de objetivos que sirva de
marco a su gestión presupuestaria, y, de conformidad con ellos, se
clasificarán los créditos por programas.

c) Se presentarán con separación los gastos corrientes y los gastos
de capital. y su clasificación económica se regirá por los siguiente
criterios:

1.0 En los créditos para gastos corrientes se distinguirán los de
funcionamiento de los servicios, los gastos financieros y las dotaciones
de transferencias corrientes.

2.° En los créditos para gastos de capital se distinguirán los de
inversiones reales, las transferencias de capital y las variaciones de
activos y pasivos financieros.

3.° El estado de in~resos del Presupuesto de la Comunidad será
elaborado por la Consejería de Hacienda, conforme a las adecuadas
técnicas de evaluación y al sistema de tributos y demás derechos que
hayan de regir en el respectivo ejercicio.

Art. 30. El Procedimiento de elaboración de los Presupuestos
Generales de la Comunidad Autónoma se ajustará a las normas
sigUIentes:

La Los órganos de la Comunidad Autónoma, con dotaciones
diferenciadas en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autó-
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noma, remitirán a la Consejería de Hacienda, antes del 1 de junio de
cada año, el anteproyecto correspondiente a sus estados de gastos,
debidamente documentados y ajustados a las leyes que sean de
aplicación Y' a las directrices aprobadas por el Consejo de Gobierno a
propuesta de la citada Consejería.

Asimismo, entregarán los anteproyectos de los estados de gastos e
ingresos de los Organismos autónomos a ellos adscritos y, en su caso, de
los recursos y dotaciones de las empresas públicas regionales.

2. a La Consejería de Hacienda, examinados los referidos antepro­
vectos de gastos y la estimación de ingresos. elaborará el anteproyecto
de ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma y lo
someterá a la aprobación del Consejo de Gobierno.

3.3 El Proyecto de Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad
Autónoma deberá ser. acompañado de la siguiente documentación:

a) La cuenta consolidada de los Presupuestos.
b) Las memorias explicativas de los contenidos de cada uno de

ellos y de las principales modificaciones que presenten en relación con
los presupuestos en vigor.

c) La liquidación de los presupuestos del año anterior y un avance
de la del ejercicio corriente, y

d) Un informe económico y financiero.

Art. 31. El Proyecto de Ley de Presupuestos Generales de la
Comunidad Autónoma, con la documentación anexa, será remitido- a la
Asamblea Regional antes del último trimestre de cada año para su
examen, enmienda y aprobación o devolución al Consejo de Gobierno.

Art. 32. Si elIde enero no resultara aprobada la Ley de
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma, se considerarán
prorrogados automáticamente los del año anterior en sus créditos
iniciales hasta la aprobación y publicación de la nueva Ley en el
~(Boletin Oficial de la Región de Murcia». La prórroga no afectará a los
créditos para gastos correspondientes a servicios o programas que deban
finalizar durante el ejercicio cuyos presupuestos se prorrogan.

Art. 33. 1. Los derechos liquidados y las obligaciones reconocidas
se aplicarán a los presupuestos por su importe íntegro, quedando
prohibido atender obligaciones mediante minoración de los derechos a
liquidar o ya ingresados, salvo que la ley lo autorice de modo expreso.

2. Se exceptúan de la anterior disposición las devoluciones de
ingresos que se declaren indebidos por el tribunal o autoridad campe·
tente.

3. A los efectos del presente artículo se entenderá por importe
íntegro el resultante después de aplicar las exenciones y "bonificaciones
que sean procedentes y que serán objeto de contabilización indepen·
diente.

CAPITULO 11

Los créditos y sus modificaciones

Art. 34. 1. Los créditos para gastos se destinarán exclusivamente
a la finalidad específica para la que hayan sido autorizados por la Ley
de Presupuestos o por las modificaciones aprobadas conforme a esta
Ley.

2. Los créditos autorizados en los programas de gastos tiene
~arácter limitativo y vinculante a nivel de concepto, con las excepciones
que establezca la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad
Autónoma de cada afio. No obstante, los créditos destinados a gastos de
pcrsonal, salvo los que se refieren a incentivos al rendimiento, gastos en
bienes corrientes y servicios e inversiones reales, tendrán carácter
vinculante a nivel de articulo.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, tendrán,
excepcionalmente, la condición de ampliables aquellos créditos que, de
modo taxativo y debidamente explicitado, se relacionen en las leyes de
Presupuestos Generales de la Región.

Art. 35. l. La autorización o realización de los gastos de carácter
plurianual se subordinará al crédito que para cada ejercicio autoricen los
Presupuestos Generales de la Región de Murcia.

2. Podrán adquirirse compromisos de gastos que hayan de exten~

derse a ejercicios posteriores, siempre que su ejecución se inicie en el
propio ejercicio, y que, además, se encuentren en algunos de los casos
que a continuación se enumeran:

a) Inversiones y transferencias de capital.
b) Contratos de suministro, de asistencia técnica y científica y de

arrendamiento de equipos que no puedan ser estipulados o resulten
antieconómicos por plazo de un afio.

e) Arrendamiento de bienes inmuebles a utilizar por la Comunidad
Autónoma y sus Organismos autónomos.

d) Cargas financieras por operaciones de endeudamiento.
e) Contratación de personal laboral eventual cua.ndo la legislación

exija un período mínimo de contratación de manera que, a contar desde
el inicio de la vigencia del contrato, su duración supere el ejercicio
presupuestario.

f) La contratación de personal laboral eventual, con cargo a gastos
plurianuales dc inversión, estando limitada su duración a la del gasto
plurianual que la financia.

3. El número de ejercicios a los que puedan aplicarse los gastos
referidos en los apartados' a) y b) del número anterior no será superior
a cuatro. Asimismo, el gasto que en tales casos se impute a cada uno de
los ejercicios futuros. como consecuencia de los compromisos derivados
de actuaciones plurianules aprobadas en el propio y anteriores ejercicios,
no podra exceder de la cantidad que resulte de aplicar el crédtio
correspondiente del año en que la operación se comprometió, .al nivel
de vinculación procedente, los siguientes porcentajes: en el ejercicio
inmediatamente siguiente, el· 70 por 100; en el segundo ejercicio, el 60
por 100, y en los ejercicios tercero y cuarto, el 50 por 100.

4. El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Hacienda
y previo informe de la Dirección General de Presupuestos y Finanzas,
podrá modificar los porcentajes de gastos aplicables en cada ejercicio, así
como el número de anualidades a las que se refiere el apartado anterior,
en casos especialmente justificados.

5. Los compromisos de gastos a que se refiere el número 2 del
presente artículo, deberán ser objeto de adecuada e independiente
contabilización y serán fiscalizados, en todo caso. por la Intervención
General.

6. Mediante acuerdo del Consejo de Gobierno podrán adquirirse
compromisos de gastos que hayan de extenderse a ejerciciOS posteriores
a aquel en que se autoricen, sin que sea preciso iniciar su ejecución en
el ejercicio corriente cuando se trate de concesión de subvenciones para
actuaciones protegibles en materia de vivienda.

7. Si hubieran de autorizarse gastos de capital, no incluidos en el
Programa de Desarrollo Regional, y quc puedan extenderse a ejercicios
futuros, se deberá incluir en su formulación objetivos, medios )'
calendario de ejecución, incidencia en el Programa de Desarrollo
Regional )' previsiones de financiación y gasto. Para su aprobación pOJ
el Consejo de Gobierno será necesario el informe previo de las
Consejerías de Economía, Industria y Comercio y de Hacienda, oído el
Comité de Planificación Económica Regional.

Art. 36. 1. Los créditos para gastos que en el último día de
ejercicio presupuestario no estén afectados al cumplimiento de obliga­
ciones ya reconocidas, quedarán anulados ·de pleno derecho.

2. No obstante lo anterior,· el Consejero de Hacienda podrá
autorizar la incorporación a los correspondientes créditos de los presu­
puestos de gastos del ejercicio inmediato siguiente:

a) Créditos extraordinarios y suplementos de crédito que hayan
sido concedidos en el último mes del ejercicio presupuestario y que, por
causas justificadas, no hayan podido utilizarse durante el mismo.

b) Créditos que amparen compromisos de gastos contraídos antes
del último mes del ejercicio presupuestario y Que, por motivos justifica­
dos, no hayan podido realizarse durante el mismo.

c) Créditos para operaciones de capital.
d) Créditos autorizados en función de la recaudación efectiva de

derechos afectados.
e) Créditos generados por las operaciones Que enumera el artículo

42 de la presente Ley.

3. Los remanentes incorporados, segun lo previsto en el apartado
anterior, sólo podrán ser aplicado.s dentro del ejercicio presupuestario en
el cual se acuerde la incorporación y en los supuestos a) y b) del mismo
numero para los mismos gastos que motivaro'1, en cada caso, la
concesión o el compromiso.

En cualquier caso, las incorporaciones de remanentes de crédito a
realizar, estarán subordinados a las disponibilidades financieras que
resulten de la liquidación de los Presupuestos Generales de la Comuni­
dad Autónoma para cada ejercicio.

4. En todo caso, deberán incorporarse obligatoriamente los créditos
que amparen proyectos financiados con ingresos afectados, con indepen­
dencia del ejerCicio de Que procedan, salvo que se desista total o
parcialmente de iniciar o continuar la ejecución del gasto.

5. Deducidas en su caso las anteriores incorporaciones específicas
del superávit obtenido en el ejercicio anterior, el Consejo de Gobierno,
a propuesta del Consejero de Hacienda, podrá destinar la diferencia
resultante a financiar, preferentemente, operaciones de capital.

Art. 37. 1. Con cargo a los créditos del estado de gastos consig­
nado en el Presupuesto, sólo podrán contraerse obligaciones derivadas
de gastos que se realicen en cl año natural dcl ejercicio presupuestario.

2. No obstante lo dispuesto en el número anterior, se aplicarán a
los créditos del presupuesto vigente en el momento de expedición de las
órdenes de pago las obligaciones siguientes:

a) Las que resulten del reconocimiento y liquidación de atrasos a
favor del personal que perciban sus retribuciones con cargo a los
Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma.

b) Las obligaciones por suministros, alquileres u otros contratos de
carácter periódico, cuyos recibos o documentos de cobro, correspondien­
tes al último período del año, sean expedidos necesariamente por el
acreedor con posterioridad al 31 de diciembre.

c) Las derivadas de ejercicios anteriores reconocidas durante el
propio ejercicio y que dcbieron ser imputadas a créditos ampliables.

d) Las derivadas de compromisos de gasto debidamente adquiridos
en ejercicios anteriores. En aquellos casos en que no exista crédito
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adecuado en el ejercicio corriente. el Consejero de Hacienda, a propuesta
de la Consejería correspondiente. podrá determinar los créditos a los que
habrá de imputarse el pago de estas obligaciones.

Art. 38. 1. Cuando sea preciso realizar. con cargo a los Presupues­
tos de la Comunidad Autónoma, gastos extraordinarios cuya ejecución
no pueda demorarse y para los cuales no exista crédito o. no sea
suficiente ni ampliable el consignado, el Consejo del GobIerno, a
propuesta del Consejero de Hacicn~~. rem1ti~. un proyect~ de .Ley a la
.-\samblea Regional para la conceslon de credlto extraordmano, en el
primer caso. y de suplemento de crédito. en el segundo. y ~n los que se
especificarán el origen de los. recursos <:lue .~an de financIar ~l mayor
gasto. a los que acampanaran la explicaclOn de su urgencia y una
Memoria económica que justifique el gasto.

2. Si la necesidad de crédito extraordinario o suplemento de crédito
se produjera en un organismo autónomo de los referidos en el artículo 5
de esta Ley. se observarán las siguientes disposiciones:

a) Cuando el crédito extraordinario o suplemento de crédito no
suponga aumento en los créditos del Presupuesto de la Comunidad
Autónoma. la concesión de uno u otro corresponderá al Consejo de
Gobierno si su importe no excede del 5 por 100 del presupuesto de
gastos. en el caso de organismos autónomos administrativos, o del 10
por 100 en el caso de organismos autónomos comerciales o indus­
triales.

b) En el expediente de modificación presupuestaria informará la
Consejería a cuyo presupuesto afecte o a la que esté adscrito el
Organismo autónomo que lo promueva. debiendo justificar la necesidad
y urgencia del-gasto. sin dejar de especificar el ~edio o recurso que. ha
de financiar el aumento que se proponga 01 la concreta partIda
presupuestaria a incrementar.

Art. 39. 1. Con carácter excepcional, el Consejo de Gobierno. a
propuesta del Consejero de ~acienda. podrá co~c~der ~n~icipos de
Tesorería para atender gastos maplazables. con el limIte maxtmo del 1
por 100 de los créditos autorizados en la correspondiente Ley de
Presupuestos. en tos siguientes casos:

al Cuando una vez iniciada la tramitación de los expedientes de
concesión de crédito extraordinario o de suplemento de crédito. se
hubiese producido informe favorable de la Dirección General de
Presupuestos y Finanzas. y. en el mismo sentido, dictamen de la
Dirección de los Servicios Jurídicos de la Comunidad Autónoma.

b) Cuando se hubiera promulgado una ley o cuando se hubiera
notificado una resolución judicial por la que se establezcan obligaciones
cuyo cumplimiento exija la concesión de créditos extraordinarios o
suplementos de créditos.

2. Si la Asamblea Regional no aprobase el proyecto de Ley de
concesión de crédito extraordinario o de suplemento de crédito, el
importe del anticipo de Tesorería se cancelará con cargo a los créditos
de la respectiva Consejería u organismo autónomo cuya minoración
ocasione menos transtornos para el normal funcionamiento de los
servicios.
-. Art. 40. 1. Todas las propuestas de modificación de crédito

deberán expresar necesariamente la incidencia en la consecución de los
respectivos objetivos de gastos y las razones que las justifican.

1. Todas las modificaciones presupuestarias que se autoricen se
remitirán a la Dirección General de Presupuestos y Finanzas para
instrumentar su ejecución, quien lo remitirá a la Intervención General
para su oponuna contabilización.

3. Todas las modificaciones que afecten a los gastos de personal y
que supongan variación de la relación de puestos de trabajo requerirán
informe previo de la Dirección General de la Función Pública.

~. 4. De todas las modificaciones presupuestarias se dará cuenta a la
Comisión de Economía, Hacienda y. Presupuesto de la Asamblea
Regional en cada periodo de sesiones.

Art. 41. l. Las transferencias de crédito de cualquier clase estarán
sujetas a las siguientes limitaciones:

a) No afectarán a créditos extraordinarios concedidos durante el
ejercirio. .....

b) No minorarán créditos que hayan sido incrementados con
suplementos o transferencias. salvo los créditos destinados a gastos de
personal, ni podrán minorar los créditos declarados ampliables.

c) No incrementarán créditos que. como consecuencia de otras
transferencias. hayan Sido objeto de minora.ción, salvo cuando tales
transferencias se deban a la delegación de competencias de la Comuni­
dad Autónoma a las Entidades Locales o afecten a créditos de personal.

d) No podrán minorar créditos de operaciones de capital para
incrementar créditos de operaciones ,de gastos corrientes, excepto en el
caso de que se destinen a financiar los gastos deri vados de la entrada en
funcionamiento de nuevas inversiones. Los créditos de operaciones de
capital a minorar no deberán estar financiados por operaciones de
endeudamiento a medio o largo plazo.

e) No podrán incrementarse los créditos de personal con cargo a la
minoración de otros créditos. salvo en el caso de aumento de los créditos
declarados ampliables en cada Ley de Presupuestos.

2. Corresponde a los Consejeros, en sus respectivas secciones,
autorizar, previo informe favorable de la IntervenCión Delegada, las
transferencias entre créditos de un mismo programa, cualquiera que sea
el capítulo en que estén incluidos los créditos, siempre que no afecten
a créditos de personal o a subvenciones nominativas. ni supongan
desviaciones en la consecución de los objetivos del programa respecti va.
En caso de discrepancia de la Intervención Delegada. resolverá los
expedientes el Consejero de Hacienda.

3. Compete al Consejero de Hacienda y a la Comisión de Gobierno
Interior de la Asamblea, en la sección 01, autorizar las transferencias
entre créditos correspondientes a uno o varios programas de una misma
sección u organismo autónomo, cualquiera que sea el capítulo en que
estén incluidos los créditos y siempre que no afecten a subvenciones
nominativas.

4. Corresponde al Consejo de Gobierno la autorización de las
transferencias de créditos no contempladas en los apartados anteriores.
cualquiera que sea el capítulo en q\le estén incluidos los mismos.

5. Las competencias para autorizar transferencias previstas en los
apartados 2, 3 y 4 comportará, en su caso, la creación de las partidas
pertinen.tes.

6. Las limitaciones establecidas en el apartado 1 del presente
artículo no afectarán a las transferencias de crédito que se refieran al
programa de «Imprevistos y -funciones no clasificadas», ni serán de
aplicación cuando se trate de créditos modificados como consecuencia
de reorganizaciones administrativas o créditos financiados total o
parcialmente por las Comunidades Europeas.

An. 42. 1. Podrán generar crédito en los estados de gastos de los
Presupuestos los ingresos derivados de las siguientes operaciones:

a) Aportaciones de personas naturales Q jurídicas para financiar.
juntamente con la Comunidad Autónoma o con alguno de sus organis­
mos autónomos, gastos que por su naturaleza estén comprendidos en los
fines u objetivos de los mismos.

b) Enajenación de bienes de la Comunidad Autónoma o de sus
organismos autónomos.

c) Prestación de servicios.
d) Reembolso de préstamos_
e) Créditos del exterior para inversiones públicas que por Ley se

haya dispuesto sean así financiadas.
t) Transferencias de nuevos servicios de la Administración del

Estado.
g) Reintegros derivados de situaciones de incapacidad laboral

transitoria.

2. La competencia para autorizar las generaciones de crédito
corresponde al Consejero de Hacienda. No obstante, en el supuesto de
aportaciones. procedentes de las diferentes Administraciones Públicas,
otorgadas con finalidad específica, una vez producido el acuerdo de
concesión de las mismas, y las referidas en el apanado g) anterior, la
competencia corresponde a los Consejeros en las respectivas secciones.
previo informe favorable de la Intervención Delegada.
..... Art.43. La reposición de créditos por reintegro de pagos realizados
indebidamente, con cargo a créditos presupuestarios. será competencia
de los Consejeros en sus respectivas secciones. quienes podrán autori­
zarla previo informe favorable de la Intervención Delegada.

An. 44. La creación de nuevos programas por transferencias de
servicios, reorganización de los ya existentes o por creación de nuevos
servicios. organismos autónomos o Entes de derecho público, siempre
que no supongan un aumento de los créditos aprobados por la
correspondiente Ley de Presupuestos, salvo en los casos de servicios
transferidos, será competencia del Consejo de Gobierno.

CAPITULO 1II

Ejecución y liquidación

Art. 45. La gestión económica y financiera de los créditos consigna­
dos en los estados de gastos de los Presupuestos Generales comprenderá
las siguientes fases:

a) De autorización de gasto, que es el acto por el que se acuerda su
realización, calculado en forma cierta o aproximada, reservando a tal fin
la totalidad o una parte disponible del crédito legalmente destinado para
ello.

b) Disposición o compromiso del gasto. que es el acto por el que
se acuerda o concierta. según los casos, tras los trámites legales que sean
procedentes, la realización de obras, servicios, prestaciones y gastos en
general. por importe y condiciones exactamente determinadas, formali­
zando así la reserva de crédito constituida en la fase de autorización.

c) Reconocimiento de la obligación. que consiste en la aceptación
por parte de la Administración deudora de que las prestaciones han sido
realizadas y se ajustan a lo previsto. Supone la contracción en cuenta de
los créditos exigibles contra la Comunidad Autónoma.
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ti) Propuesta de pago, que es la operación conta~le que r~f1eja ~l
acto por el que el ordenador de gastos que ha re.canoeldo la ex~s~encla
de una obligación de pago en favor de un mteresado, sohcna al
ordenador de pagos que, de acuerdo con la normativa vigente, ordene
su pago.

e) Ordenación del pago, que es la operación por la que el ordenador
de pagos expide, en relación con una obligación contraída, la correspon­
diente orden al Tesoro Público regional.

f) Pago material, que es la operación por la que se satisfacen a los
perceptores a cuyo favor estuvieran expedidas las órdenes de pago los
importes que figuran en las mismas.

Art. 46. l. Corresponde a la Mesa de la Asamblea y a los
Consejeros, dentro de los límites del artículo 34, autorizar los gastOs
propios de los servicios a su cargo, excepción hecha de los casos
reservados por ley a la competencia del Consejo de Gobierno, del
Consejero de Hacienda o del Consejero de Administración Pública e
Interior. Igualmente, les corresponde efectuar la disposición y liquida­
ción del crédito exigible. solicitando del ordenador de pagos la ordena­
ción de los correspondientes pagos.

2. Con la misma reserva legal, corresponde a los Presidentes o
Directores de los' Organismos autónomos, la autorización, disposición,
liquidación y ordenación de los pagos relativos a las entidades citadas.

3. Las facultades a las que se refieren los números anteriores
podrán delegarse en los términos que establezcan las disposiciones
reglamentarias. . .

Art.47. 1. Bajo la superior autoridad del Consejero de HaCienda
competen al Director general de Presupuestos y Finanzas las funciones
de ordenador general de pagos de la Comunidad Autónoma.

1. No obstante, y con objeto de facilitar el servicio, se crearán las
ordenaciones de pago secundarias que se consideren necesarias y sus
titulares serán nombrados por el Consejero de Hacienda y dependerán
del ordenador general de pagos de la Comunidad Autónoma.

Art. 48. Sin perjuicio del 'cumplimiento de obligaciones de pago
forzoso y vencimiento fijo, el ordenador general de pagos establecerá el
orden de prioridad en los pagos, de acuerdo con las disponibilidades del
Tesoro Público Regional, debiendo atender, preferentemente. la antigüe­
dad en las propuestas de pago.

Art. 49. 1. Las órdenes de pago irán acompañadas de los docu­
mentos que prueben la realización de la prestación o el derecho del
acreedor, de conformidad con los acuerdos que en su día autorizaron y
comprometieron el gasto.

1. El ordenador general de pagos podrá recibir las propuestas y
expedir las correspondientes órdenes de pago por medios informáticos.
En este supuesto, la documentación justificativa del gasto realizado
podrá quedar en aquellos centros en los que se reconocieron las
correspondientes obligaciones. .

Art. 50. l. Tendrán el carácter de (pagos a justificar» las cantida­
des que excepcionalmente se libren para atender gastos sin la previa
aportación de la documentación justificativa a que se refiere el artículo
anterior.

2. Procederá la expedición de órdenes de pago a justificar en los
supuestos siguientes:

a) Cuando los documentos justificativos no puedan aportarse antes
de formular la propuesta de pago.
- b) Cuando los servicios o prestaciones a que se refieran hayan

tenido Jugar en territorio extranjero.
e) Cuando por razones de oportunidad u otras debidamente ponde­

radas se considere necesario para agilizar la gestión de los créditos.

3. El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Hacienda,
establecerá las normas que regulen la expedición de órdenes de pa~o a
justificar. determinando los criterios generales, los límites cuantitallvos
y los conceptos presupuestarios a los que sean aplicables.

4. Los perceptores de estas órdenes de pago están obligados a
justificar en el plazo de tres meses la aplicación de las cantidades
recibidas, excepto las correspondientes a pagos de expropiaciones y
pagos en el extranjero que podrán ser rendidas en el plazo de seis meses.
El Director general de Presupuestos y Finanzas y, en su caso, los
Presidentes o Directores de los Organismos autónomos podrán excep~

cionalmente ampliar estos plazos a seis y doce meses, respectivamente,
a propuesta del órgano gestor del crédito, con informe de la Intervención
Delegada. En caso de no presentar la justificación en los plazos
previstos, se les conminará para que lo efectúen en un nuevo plazo de
diez días. advirtiéndoles que, de no hacerlo así, se librará la correspon­
diente certificación de descubierto.

5. Durante el transcurso del mes siguiente a la fecha de aportación
de las documentaciones justificativas a que se refiere el apartado
anterior de este artículo. se procederá por la autoridad competente a la
aprobación o reparo de la cuenta rendida.

6. No tendrán la consideración de pagos a justificar las provisiones
de fondos de carácter permanente que se realicen a Pagadurías, Cajas y
Habilitaciones para la atención de gastos periódicos o repetitivos. Estos
anticipos de Caja fija tendrán la consideración de operaciones extrapre­
supuestarias, y su cuantía global no podrá exceder para cada Consejería

u Organismo autónomo del 7 por 100 del total de los créditos del
capítulo destinado a gastos corrientes en bienes y servicios del Presu·
puesto vigente en cada momento. Las unidades administrativas respon­
sables de estos fondos justificarán su aplicación o situación conforme se
establezca reglamentariamente, y tales fondos formarán parte integrante
del Tesoro Público Regional.

Art. 51. 1. Las ayudas y subvenciones que se concedan con cargo
a los Presupuestos de: la Región, que no tengan en los mismos asignación
nominativa, Jo serán con arreglo a criterios de publicidad, concurrencia
y objetividad en la concesión.

1. A tales efectos y por la Consejería correspondiente se establece~
rán, caso de no existir y previamente a la disposición de los créditos, las
oportunas normas reguladoras de la concesión.

3. Necesariamente. los perceptores de subvenciones vendrán obli­
gados a Justificar documentalmente la aplicación de la inversión de los
fondos recibidos, en la forma que reglamentariamente determine la
Consejería de Hacienda.

4. Los perceptores de subvenciones concedidas con cargo a los
Presupuestos de la Comunidad Autónoma y los Organismos autónomos
vendrán obligados a acreditar antes de su percepción que se encuentran
al corriente de las obligaciones fiscales con la Comunidad Autónoma.

Art. 52. l. El presupuesto de cada ejercicio se liquidará. en cuanto
a la recaudación de derechos y al pago de obligaciones, el 31 de
diciembre del año natural correspondiente.

2. Todos los derechos pendientes de cobro y las obligaciones
pendientes de pago en la fecha de liquidación del PresuPlJesto quedarán
a cargo del Tesoro Público RegionaL según sus respectivas contraccio-
nes. .

CAPITULO IV

Normas especiales para los Organismos autónomos de naturaleza
comercial, industrial, financiera o análoga, y para las empresas públicas

regionales

Art. 53. 1. A los presupuestos de los Organismos autónomos
comerciales. industriales, financieros o análogos se acompañarán Jos
siguientes estados:

Cuenta de operaciones comerciales.
Cuenta de explotación.
Cuadro de financiamiento.
Estado demostrativo de la variación del fondo de maniobra.
2. Las operaciones propias de la actividad de estos Organismos.

recogidas en la cuenta de operaciones comerciales, no estarán sometidas
al- régimen de limitaciones establecido en esta Ley para los créditos
incluidos en el estado de gastos de sus presupuestos.

Art. 54. 1. El ejercicio presupuestario coincidirá con el año
natural, sin perjuicio de los ajustes necesarios cuando las operaciones a
realizar por el Organismo estén vinculadas a ciclo productivo distinto.
que no podrá ser superior a doce meses.

2. A Jos Organismos autónomos de carácter comerciaL industrial,
financiero o análogo, les será de aplicación. como norma para la gestión
de las dotaciones de carácter limitativo, las recogidas en los capítulos
segundo y tercero de este título, que hacen referencia al régimen de los
Q'éditos, ejecución y liquidación de los presupuestos, debiendo sujetarse
las que tengan la consideración de ampliables al régimen establecido
para cada Organismo, teniendo en cuenta en todo momento la obliga~

ción de justificar la inversión o ampliación de las cantidades satisfechas
dentro de los plazos reglamentarios.

Art. 55. 1. Las Empresas públicas regionales elaborarán un pro­
grama de actuación, inversión y financiación, con el siguiente contenido:

a) Un estado en el que se recogerán las inversiones reales y
financieras a efectuar durante su ejercicio.

b) Un estado en el que se especificarán las aportaciones de la
Comunidad Autónoma, de sus Organismos autónomos partícipes en el
capital de las mismas, así como las demás fuentes de financiación de sus
inversiones.

c) La expresión de los objetivos que se pretenden alcanzar en el
ejercicio y, entre ellos. las rentas que se espera generar.

d) Una Memoria de evaluación económica de las inversiones que
vayan a realizarse en el ejerci9o'.

1. El programa a que se -refiere el número anterior responderá a las
previsiones plurianuales oportunamente elaboradas.

3. Si las Empresas percibieran subvenciones corrientes con cargo al
Presupuesto de la Comunidad, elaborarán anualmente, además del
programa que describe el número 1 de este artículo, un presupuesto de
explotación que detallará los recursos y dotaciones anu~les correspon­
dientes. Asimismo, formarán un presupuesto de capital SI la subvención
fuera de esta clase.

Art. 56. La estructura básica de los programas de actuación, así
como la del presupuesto de explotación, y, en su caso, de capital. se
establecerá por el Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de
Hacienda y se desarrollará por cada Empresa, con arreglo a sus
características y necesidades propias.



BOE núm. 169 Lunes 16 julio 1990 20435

.-\rt. 57. 1. Las empresas públicas regionales remitirán a la Conse-
jería de Hacienda. por conducto de la Consejería de que dependan, el
anteproyecto del programa de actuación. inversiones y financiación.
complementado con la correspondiente documentación y estados finan­
cieros.

2. Los programas se someterán al acuerdo del Consejo de
Gobierno. a propuesta del Consejero de Hacienda o del Consejero del
Departan1l'nto de que dependan, previo informe del de Hacienda; en
estc último caso. y una vez aprobados se unirán a los Presupuestos
Genl'rJks de la Comunidad Autónoma.

-\.rt. 58. Los presupuestos de explotación o de capital que, en su
:. caso. se hayan de elaborar con arreglo a lo dispuesto en el apartado 3
~ d~l artículo 55 de esta .Le), se remitirán por las respectivas Empresas a
~ la Consejena de HaCIenda. por conducto de la Consejería de que
'. dependan. antes dd día 1 de junio de cada ano. acampanados de una
~. Memoria explicativa de su contenido y de la liquidación del presupuesto
~: del ejercicio inmediato anterior.

TITULO III

Tesoro Publico Regional

CAPITULO PRIMERO

Disposiciones generales

Art. 59. L El Tesoro Público Regional está constituido por todos
~ los recursos financieros. ya sean dinero. valores o créditos de la
: C:0munidad .-\utóno.ma y sus Organismos autónomos. tanto por opera·

Clones presupuestanas como extrapresupuestarias.
, 2. Las disponibil.idades del Tesoro Público Regional y sus variacio­
~ nes quedan sujetas a Intervención y al régimen de contabilidad pública.
:' 3, El Tesoro Pú~lico Regional gozará de las mismas prerrogativas
~ y derechos que se atnbuyan por Ley al Tesoro Público del Estado en el
~ ámbito de las competencias asumidas por la Región de Murcia.
, Ar1. 60. Son funciones encomendadas al Tesoro Público Regional:

a) Ftecaudar los derechos, pagar las obligaciones y custodiar los
, fondos de la Comunidad Autónoma.
:. b) Aplicar el principio de unidad de Caja mendiante la centraliza­
: ció.n de todos los fondos y valores generados por operaciones presupues­
, ¡anas y extrapresupuestarias.
. ,cl I?~stribuir en el tiemp~ la~ disponibilidades dinerarias para la
, satlsfacclon puntual de las obligaciones de la Comumdad Autónoma.
, d) Responder de los avales contraídos por la Comunidad Autó·

noma y custodiar los avales que se le _depositen.
e) Realizar las demás que se deriven o relacionen con las anterior­

mente enumeradas.

Art. 6 L 1. El Tesoro Público Regional depositará sus fondos en
el Banco de Espana y entidades de crédito y ahorro.

2. Reglamentariamente se determinarán los servicios que puedan
concertarse con las entidades Indicadas en el número anterior.

,3. La .llp,ertura y cancelación de cuentas en cualquiera de las
eptldades indicadas será competencia de la Consejería de Hacienda.

Ar1. 62. Los fondos de los Organismos autónomos regionales
formarán parte del Tesara Público Regional contablemente diferencia­
dos.

A:t. 63,. 1. Los ingresos a favor del Tesoro Público Regional
pod~an realizarse en ~1 Banco de Espana. en las Cajas del Tesoro Público
ReglO:nal y en las entidades de crédito y ahorro c.uyas cuentas hayan sido
autonzadas en la forma que reglamentariamente se establezca,

2. La recau~ación de derechos podrá efectuarse mediante efectivo.
giro. transferencI,a, cheque y cualquier otro medio o documento de pago.
~ea o no bancano. reglamentariamente establt:cido.

3. El Teso~o Público regio~al podrá. asimismo. pagar las obligacio­
ne,s.por cualqUIera de los medIOS a que se refiere el párrafo anterior,
utilizando preferentemente la transferencia bancaria.

~. ~~ faculta al Consejero de Hacienda para establecer que, en la
reahzaClon de determinados IOgresos o pagos del Tesoro Público
Reg'onal. sólo puedan utilizarse determinados medios de pago,

Art. 64. ,Las neces.ldades del Tesoro Público Regional. derivadas de
las diferenCIas de venCImiento de sus pagos e ingresos. podrán atenderse
de acuerdo con el ordenamiento vigente: .

a) Mediante el concierto de operaciones de Tesorería con institu­
ciones, financieras,

b) Con el producto de la emisión de deuda del Tesoro Público
Regional.

Art: 65. ~l Consejero de Hacienda podrá concertas operaciones
finanCieras activas cuando terigan por objeto la colocación transitoria de
excedentes de Tesorería.

CAPITULO II

Régimen de fianzas, depósitos y avales

,Art. 66. 1.. Dependiente del Tesoro Público Regional existirá una
Caja. ~e Depósitos en la que se c~mstituirán todos los depósitos en
mctalLco ~ va!ores que .sean necesanos para garantizar el cumplimiento
de las obligaCIOnes denv<:idas de los actos de gestión de la Comunidad
Autónoma .Y sus Organismos autónomos, consignándose a disposición
de la autondad administrativa correspondiente.

2_ Las cantidades depositadas se contabilizarán como operaciones
extrapresupuestanas y no devengarán interes alguno.

3. _P~rtenecerán a la Comunidad los valores y dinero constituidos
en ~eposlto, respecto d~ los que ~o s~ ~aya practicado gestión alguna por
los Interesados, encarnmada al eJerCICIO de su derecho de propiedad en
el plazo de veinte anos.

Art. 67. Los importes de las fianzas por arrendamiento de locales
de negocio o vivienda, por utilización de suministros o servicios
complementarios de aquéllas. de conformidad con las normas aplicables
y con las de traspaso de competencias en materia de patrimonio
~rq.ui.tectónico, ~ontrol de edificación y viviendas, se sujetan al régimen
Jundlco de los Ingresos ordinarios de la Comunidad Autónoma.

A~. 68.. ~. Las garantías otorgadas por la Comunidad Autónoma
deb~ran reCibir necesariamente la forma de avales del Tesoro Público
RegIOnal. que serán autorizados por el Consejo de Gobierno. a pro­
puesta del Consejero de Hacienda.

2. 1.:0s avales prestado~.a cargo del Tesoro Público Regional
report~ran a su (avor la comiSión que por cada operación determine el
Conseja de Gobierno, a propuesta del Consejero de Hacienda.

3. L~s avales se documentarán en la forma que reglamentariamente
se determlOe, se firmarán por el Consejero de Hacienda y se contabiliza­
rán adecuada e independientemente.

4.. El. 'Tesoro Público ~egional responderá de las oblj,gaciones de
amortlzaClon y del pago de tntereses, si así se estableciera solamente en
el caso ,de incumplir l~s obligaciones avaladas el deudor p;incipal. Podrá
renunclarseal beneficIO de exclusión establecido en el artículo 1.830 del
Código Civil. sólo en el supuesto de que los beneficiarios de los avales
fuesen Organismos autónomos o corporaciones locales.

Art, 6_9.. 1. La ~omunidad Autónoma podrá avalar las operacio·
nes de credn.o concedtdas por Entidades de credito legalmente estableci­
das a Orgamsmos autónomos, corporaciones locales y empresas públi­
cas.

El importe. total de los avales a prestar en cada ejercicio se fijará en
la correspondlen,te Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma.

2. El Consejo de Gobierno regulará las características de concesión
de los avales.

3. La Intervención General controlará el empleo de los creditos
avalados.

Art., 70. ·1. _ Los Organ}smos, instituciones y empresas de la
C~mumdad Auton~ma podran prestar avales hasta el límite máximo
fijado para 10~ mismos dentro de cada ejercicio por la Lev de
Presup~estos. siempre que estén autorizados para ello por sus 'leyes
fundaCIOnales.

2. .Los avales concedidos deberán ser comunicados a la Consejería
de HaCienda.

CAPITULO III

Endeudamiento

:\r1. 71. El endeudamiento de la .Comuni.dad Autónoma adoptará.
segun corresponda. una de las modalidades SIguientes:

a) Ope~acione.s d.e ,crédito en forma de préstamos concertados con
personas fislcas o Jundlcas.

b) Em,is.i~'lll de empréstitos en forma de deuda pública.
c) EmlsIOn de deuda del Tesoro Público Regional.

A:t.. 72. 1. La ~omuni.dad ,Autónoma podrá realizar operaciones
de crt;dlto por pl~zo ~gual o Infenor a un año, con objeto de cubrir sus
neceSIdades transltonas de Tesorería.

2.. Las operaciones a que se refiere el número anterior serán
auto.nzadas por el Consejo de Gobi~rno a propuesta del Consejero de
HaCIenda. dandose cuenta d~ las mIsm,!,s.a la Asamblea RegionaL

Art. 73,. 1. Las operaCIOnes de credIto que la Comunidad Autó­
noma conCierte. con personas fisicas o jurídicas por un plazo de
reembolso supenor a un ano, deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) . El importe total del crédito se destinará exclusivamente a
finanCiar gastos de inversión.

b) . La. cuantía de las ~nualidades, incluyendo los intereses y las
amortl~aclOnes. no rebasara el 25 por 100 de los ingresos corrientes de
la HaCienda Pública regionaL

2. La Ley de Presupuestos de cada año autorizará el límite máximo
de estas operaciones. Las características de las mismas serán competen­
cia del ~onseJo de Gobierno, que la ejercerá a propuesta del Consejero
de HaCienda.
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3. La Comunidad Autónoma podrá emitir Deuda Pública para
financiar gastos de inversión, conforme a una Ley de la Asamblea
Regional. Las características de la misma serán competencia del Consejo
de Gobierno que la ejercerá a propuesta del Consejero de Hacienda.

El volumen y las caracteristicas de la emisión se fijarán de acuerdo
con la ordenación general de la política crediticia y en coordinación con
el Estado.

4. El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Hacienda,
po_drá acordar la conversión de la deuda de la Comunidad, con el objeto
exclusivo de conseguir una mejor administración y siempre Que no se
altere ninguna condición esencial de las emisiones ni se perjudiquen los
derechos económicos de los tenedores.

5. De todas las operaciones que se realicen al amparo de lo
dispuesto en el presente artículo se dará cuenta a la Comisión de
Economía, Hacienda y Presupuesto de la Asamblea Regional.

Art. 74. Los títulos emitidos tendrán la consideración de fondos
públicos y gozarán de los mismos beneficios que la deuda del Estado,
siendoles de aplicación el régimen establecido en el ordenamiento
general, según la modalidad y características de los mismos.

Art. 75. La emisión de deuda del Tesoro Público Regional, con un
plazo de reembolso igualo inferior a· un año. se regirá por las normas
del artículo 72 de esta Ley.

Art. 76. Las operaciones de endeudamiento que se concierten por
la Comunidad Autónoma con personas o Entidades residentes en el
extranjero, precisarán, en ·todo caso. la autorización del Estado.

An. 77. 1. Los capitales de la deuda pública prescribirán a los
veinte años cuando su titular no haya percibido sus intereses durante
este tiempo ni realizado acto alguno ante la Administración de la
Hacienda Pública regional. que suponga o implique el ejercicio de su
derecho. .

2. Prescribirán a los cinco años la obligación de pagar los intereses
de la Deuda Pública y la de devolver los capitales llamados a reembolso,
contados, respectivamente, a partir del vencimiento de los intereses y
del día del llamamiento a reembolso.

TITULO IV

La intervención y .otras fo~mas de control

CAPITULO PRIMERO

De la Intervención

Art. 78. 1. Todos los actos, documentos y expedientes de la
Comunidad Autónoma de los que se deriven derechos y obhgaciones de
contenido económico serán intervenidos y contabilizados con arreglo a
lo dispuesto en esta Ley y en las disposiciones que la desarrollen.

2. No estará sujeta a las disposiciones del presente título la
Asamblea Regional, que se sujetará a su normativa específica y
justificará su gestión directamente al Tribunal de Cuentas.

Art. 79. 1. La función interventora tiene por objeto controlar
todos los actos de la Administración de la Comunidad Autónoma y de
sus Org:mismos autónomos que den lugar al reconocimiento de derechos
y obligaciones de contenido económico. así como los ingresos y pagos
que de ellos se deriven, y la recaudación. inversión o aplicación en
general de los caudales públicos. con' el fin de asegurar que la
Administración' de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma se
ajusta a las disposiciones aplicables en cada caso.

2. La función interventora podrá ejercerse aplicando técnica de
muestreo o comprobaciones periódicas a los actos, documentos y
expedientes objeto de control.
- 3. A. los efectos previstos en el punto anterior, la Intervención
General determinará los actos, documentos y expedientes sobre los que
la función interventora podrá ser ejercitada sobre una muestra y no
sobre el total de los expedientes, estableciendo los procedimientos
aplicables para la selección, identificación y tratamiento de la muestra,
de manera que se garantice la fiabilidad y la objetividad de la
información, y propondrá la toma de decisión que pueda derivarse del
ejercicio de esta función.

Art. 80. La Intervención General de la Administración de la
Comunidad Autónoma, con plena autonomía funcional respecto de los
órganos y Entidades cuya gestión fiscalice, se configurará con el carácter
de Centro de control interno, directivo de la contabilidad pública de la
Comunidad Autónoma y de control financiero.

Art. 81. l. El ejercicio de la función interventora comprenderá:

a) La intervención crítica o previa de todo acto, documento o
expediente susceptible de producir derechos u obligaciones de contenido
económico o movimiento de fondos o valores.

b) La intervención formal de la ordenación del pago.
c) La intervención material del pago.
d) La intervención de la aplicación o empleo de las cantidades

destinadas a obras, suministros o adquisiciones y servicios, que com~

prenderá tanto la intervención material como el examen documental.

2. Son inherentes a la función interventora las competencü
siguientes:

a) Interponer los recursos y reclamaciones que autoricen las disp<
siciones vigentes.

b) Recabar de los órganos competentes. cuando la naturaleza di
acto. documento o expedieme a intervenir así lo requieran. los asesor;
mientos jurídicos y los informes técnicos que considere necesario
juntamente con los antecedentes y documentos precisos para el meje
ejercicio de esta función.

c) La comprobación de los efectivos de personal ylas existencias e
m~tálico, valores y demás bic",:s de todas las dependencias y establee
mientas de la ComuDldad Autonoma.

Art. 82. l. Las facultades que se contemplan en el presente títul
podrán ser ejercidas por los Interventores delegados en la forma ql
reglamentariamente se determine.

2. No obstante, el Interventor general podrá avocar para sí cua
quier acto o expediente que considere oportuno.

Art. 83. La Intervención General informará a las oficinas geston
de la normativa vigente en materia de gestión financiera v de SI
criterios para la aplicación de la misma, con el fin de coadyuvar
agilizar 'la gestión. A tal efecto deberá elaborar los manuales e
procedimiento u otros instrumentos técnicos que resulten adecuados,
las circulares e instrucciones necesarias, que requerirán el conocimien1
y aprobación previos del Consejero de Hacienda.

Art. 84. 1. No estarán sometidos a la intervención previa l(
gastos de material no inventariable y suministros menores. aSÍ como l(
de carácter periódico y los demás de tracto" sucesivo. una vez intervenic
el gasto correspondiente al período inicial del acto o contrato de,ql
deriven o sus ,modificaciones.

2. La intervención previa se sustituirá por control financiero en 14
casos establecidos en el artículo 88 de esta ,Ley.

3. Se sustituirá la intervención previa por la toma de razón en 1:
subvenciones nominativas que como tales figuran en los Presupueste

4. Igualmente, se sustituirá la fiscalización previa de los derechl
por la inherente a la toma de razón en contabilidad. estableciéndose 1;
actuaciones comprobatorias posteriores que determine la Intervenció

5. Por vía reglamentaria, cuando lo demande la agilización de II
procedimientos, podrán ser exclui4-os de intervención previa )"some1
dos a. control posterior aquellos gastos a los que la legalidad vigen
permita aplicar dicha técnica de control, sin quiebra de los principil
económico-presupuestarios y contables.

Art. 85. 1. Si la Intervención discrepase con la forma o el fone
de los actos, documentos o expedientes examinados. fonnulará SI
objeciones por escrito.

El Consejero de Hacienda fijará el plazo dentro del cual la Interve
ción deberá, en su caso, formular las discrepancias. Vencido el plazo s
que se hubiera producido discrepancia expresa. seguirá la tramitaci<
del.e~p.ediente como si hubiera sido intervenido de conformidad. y s
peTJUlClO de las responsabilidades que procedan conforme a esta Le)

2. Si la discrepancia se refiere al reconocimiento o liquidación 4

derechos a favor de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónom
la oposición se formalizará en nota de reparo. ysi subsiste la discrepa
cia, mediante la interposición de los recursos o reclamaciones ql
proceda. "

3. Sid reparo afecta a la disposición de gastos, reconocimientos 4

obligaciones u ordenación de pagos, suspenderá la tramitación el
expediente hasta que sea solucionado, en los siguientes casos:

a) Cuando se base en la insuficiencia del crédito o en que
propuesto no se considera adecuado.

b) Cuando se aprecien graves irregularidades en la documentacil
justificativa de las órdenes de pago o no se acredite suficientemente
derecho del perceptor.

c) Cuando falten en el expediente requisitos a trámites esencialc
o se estime que la continuación de la gestión administrativa pudie
causar quebrantos económicos a la Comunidad Autónoma o a 1
tercero.

d) Cuando el reparo derive de comprobaciones materiales de obn
suministros. adquisiciones y servicios.

Art. 86. 1. Si el órgano al que afecte el reparo no estuvie
conforme con el mismo:

a) Si el reparto procede de una Intervención Delegada. correspo
derá a la Intervención General conocer la discrepancia, siendo
resolución obligatoria para aquélla.

b) Si el reparo emana de la Intervención General, o ésta :
confirmado el de una Intervención Delegada subsistiendo la discrepa
cia. corresponderá al Consejo de Gobierno su resolución.

2; . La Int~rv~nci~n podr~ emitir informe fayorable, siempre que 1
requisitos o tramItes mcumphdos no sean esenCIales, pero la eficacia (
acto quedará condicionada a la subsanación de aquéllos, dando cuer,
a dicha oficina.
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~ An. 87. 1. Las dlSposlclOnes de este capItulo se aplicarán a la
:..Intervención en los Organismos autonomos de la Comunidad Autó·
·'noma de carácter administrativo. . .
~ 2. Si se trata de Organismos autónomos de carácter mdustnal,
~comercial, financiero o análogos:
:'; a) Serán de aplicación las disposiciones de este ~apítull? r~sp~cto a
;'las dotaciones de su presupuesto que tengan caracter hmltatlvQ o
~ampliables.
~ b) Será objeto .de comprobacione~ penodlcas o procedimiento de
,~auditoría las operaCIones no comprendidas en el apartado a) antenor y
;;que sustituirá a la Intervención previa.
,

CAPITULO Il

De las otras formas de control

.1 Art. 88. l. El control de carácter financiero tiene por objeto
~ verificar el funcionamiento económico-financiero de la Administración
~ regional. así como de los Organismos autónomos y de las Empresas
:~públicas, pudiendo referirse:
~.. a) A las operaciones individuales y concretas que se detenninan en
~ cada caso.. . ., _.
'..1 b) A la total actuacIón del Ente durante cada eJerCiCIO economIco.

~' 2. El control financiero se realizará mediante procedimientos de
',auditoría, en el supuesto de Empresas públicas regionales y operaciones
~'comerciales de los Organismos autónomos de naturaleza comercial,
:; industrial, financiera o análoga.
:' Art. 89. 1. Los procedimientos de auditoría a que se refiere el
(artículo anterior consistirán en;

a) La comprobación de los ingresos y pagos realizados.
b) La comprobación de los documentos justificativos de los asierr­

'tos contables.
c) La comprobación material de las existencias.
d) La verificación de los libros de contabilidad, Balances, Cuentas

~'de Resultados y demás estados de cuentas que reglamentariamente
:' tengan que formalizarse o rendirse.

~2 2. Las auditorias se llevarán a cabo bajo la dirección de la
!' Intervención General de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con el
~I plan de auditorías que al efecto formule la Consejeria de Hacienda. En
f. todo caso, los Organismos y Empresas a que se refiere el artículo 88 de
;; esta Ley serán auditados, como mínimo, una vez al año con referencia
;. al ejercicio anterior. El funcionario o funcionarios que realicen la
~ auditoría deberán emitir informe escrito en el que hagan constar cuantas
-~ observaciones y conclusiones se deduzcan de la actuación realizada.
} Cuando los efectivos de personal de la Intervención General no
· fueran suficientes para el cumplimiento del plan de auditorías forrou-
o lado, se contratarán los servicios que fueran necesarios.

Art. 90. Las Sociedades mercantiles, Entidades y particulares que
j gocen de subvenciones, préstamos, avales u otras ayudas económicas de
· la Comunidad Autónoma o de sus Organismos y Empresas, podrán ser
objeto de control financiero que se realizará bajo la dirección de la

• Consejería de Hacienda.
En estos casos el control tendrá por objeto la verificación de la

: adecuación de la ayuda a los fines públicos que determinaron su
concesión.

, Art. 91. 1. El control de eficacia y eficiencia tiene por objeto la
verificación del grado de cumplimiento de los objetivos programados,
con indicación de los previstos y alcanzados y del coste de los mismos.

2. El control de eficacia y eficiencia se ejercerá por la Consejería de
,Hacienda, conjuntamente con las Consejerias correspondientes, sin

perjuicio del que realicen éstas de forma separada.
3. Corresponde a la Intervención General el establecimiento y

: dirección de un sistema de contabilidad analítica, coherente con la
contabilidad presupuestaria que permita obtener la información econó­
mica y financiera necesaria para la toma de decisiones en el orden
politico y de gestión, asi como para hacer viable el control de eficacia
y eficiencia a que se refieren los números anteriores de este artículo.

CAPITULO III

De la contabilidad

Art. 92. La Comunidad Autónoma, sus Organismos autónomos y
sus Empresas públicas están sometidos al régimen' de contabilidad
pública en los términos previstos en esta Ley.

An. 93. 1. El sometimiento al régimen de contabilidad pública
comporta la obligación de rendir cuentas de las respectivas operaciones,
cualquiera que sea su naturaleza, a la Asamblea Regional y al Tribunal
de Cuentas por conducto de la Intervención General de la Comunidad
Autónoma.

2. Lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicará al empleo de las
transferencias corrientes y de capital, cualquiera que sea el perceptor de
las mismas.

Art. 94. Compete a la Consejería de Hacienda la organización de la
contabilidad pública al servicio de los siguientes fines:

a) Registrar la ejecución del Presupuesto de la Comunidad Autó­
noma.

b) Conocer el movimiento y la situación de su Tesoreria.
e) Registrar las variaciones, composición y situación del patnmo­

nio de la Comunidad Autónoma y de los Organismos autónomos y
Empresas públicas.

d) Proporcionar los datos necesarios para la formación y rendición
de la Cuenta General, asi como de las demás cuentas, estados y
documentos que deban elaborarse o remitirse a la Asamblea Regional y
al Tribunal de Cuentas.

e) Facilitar los datos y demás antecedentes necesarios para la
confección de las cuentas económicas del sector público de la Región de
Murcia.

f) Rendir la información económica y financiera que sea necesaria
para la toma de decisiones por los órganos de gobierno y de la
Administración de la Comunidad.

g) Cualquier otro que le establezcan las disposiciones vigentes.

Art. 95. La Intervención General de la Comunidad Autónoma, en
t3nto que Centro directivo de la contabilidad pública, tiene a su cargo:

a) Someter a la decisión del Consejero de Hacienda el Plan General
de Contabilidad Pública Regional, al que deberán adaptarse todos los
servicios, Organismos, Empresas y Entidades. incluidas en el sector
público de la Comunidad, según sus características y peculiaridades. A
estos efectos, se procurará la utilización de criterios homogéneos que
permitan la consolidación con el sector público estatal.

b) Promover el ejercicio de la potestad reglamentaria en materia de
determinación de la estructura, justificación, tramitación y rendición de
las cuentas y demás documentos relativos a la contabilidad pública,
pudiendo dictar, además, las circulares e instrucciones necesarias para la
mejor aplicación de estos Reglamentos.

c) Aprobar los planes parciales o especiales de contabilidad pública
que se elaboren conforme al Plan General.

d) Inspeccionar la contabilidad de la Administración de la Comu­
nidad Autónoma, sus Organismos y Empresas públicas y dirigir las
auditorías de los mismos.

e) El establecimiento y dirección de un sistema de contabilidad
analítica que permita facilitar la informacÍón económica y financiera
que sea necesaria para la toma de decisiones, asi como facilitar los datos
que sobre el coste de los servicios sean precisos para la elaboración de
una Memoria demostrativa del grado en que se hayan cumplido los
objetivos programados, con indicación de los previstos y alcanzados y
del coste de los mismos.

Art. 96. La Intervención General de la Comunidad Autónoma, en
tanto que Centro gestor de la contabilidad pública tiene a su cargo:

a) Elaborar la Cuenta General de la Comunidad Autónoma.
b) Formar la cuenta de gestión de tributos cedidos.
e) Preparar y examinar, formulando las observaciones procedentes.

las cuentas que hayan de rendirse a la Asamblea Regional y al Tribunal
de Cuentas.

d) Recabar la presentación de las cuentas, estados y demás docu­
mentos sujetos a examen crítico.

e) Centralizar la información deducida de la contabilidad de los
Organismos, Empresas y demás agentes que integran el sector público
regional.

f) Elaborar las cuentas del sector público regional de forma compa­
tible con el sistema español de cuentas nacionales.

g) Vigilar e impulsar la acti vidad de las oficinas de contabilidad de
todos los órganos de la Comunidad Autónoma.

Art. 97. 1. La contabilidad pública se llevará en libros, registros
y cuentas, de acuerdo con los procedimientos técnicos más convenien­
tes, según la indole de las operaciones y de las situaciones que en ellos
deban anotarse, quedando s,ometida a verificación ordinaria o extraordi­
naria a cargo de funcionarios dependientes del Interventor general y de
los que, en su caso, designe el Tribunal de Cuentas.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, las Empresas
públicas regionales se ajustarán a las disposiciones del Código de
Comercio, a las que se dicten en su desarrollo y al Plan General de
Contabilidad vigente para las Empresas españolas,

Ar1. 98. Las cuenta::; y la documentación que deban rendirse a la
Asamblea Regional y al Tribunal de Cuentas, se formarán y cerrarán
anualmente.

La Intervención General determinará los períodos de formación y
cierre de las cuentas parciales.

Art. 99. 1. La Cuenta General de la Comunidad Autónoma
comprenderá todas las operacione::; presupuestarias, patrimoniales y de
Tesoreria llevadas a cabo durante.....-el ejercicio. y constará de los
siguientes documentos:
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TITULO V

La Cuenta de la Comunidad Autónoma.
La Cuenta de los Organismos autónomos de carácter administra-

CARLOS CüLL..I.,DO MEN

(Puf¡{tcada en d «8oft'l/u O¡i,w{ de 1" /Il'XIi'/i d,. lltm/,," IlliJ'}I"J" <;(" di' }:' de ahril de J

LEY 6/1990, de 18 de mayo. de modificación de.la .
7/1985, de 27 de diciembre, de ordenación de,la Func
Pública de la Administración de la Comunidad AU/óne
de Castilla y León.

c) Comprometer gastos y ordenar pagos sin crédito suficiente p,
realizarlos, o con infracción de lo dispuesto en la presente Ley o en
de Presupuestos que le sea aplicable.

d) Dar lugar a pagos indebidos al liquidar las obligaciones o
expedir documentos en Virtud de las funciones encomendadas.

e) No rendir las cuemas reglamentariamente exigidas, rendirlas c
notable retraso o presentarlas con graves defectos.

f) No justificar la inversión de los fondos a que se refiere
articulo 50 de esta Ley.

g) Cualesquiera otros actos o resoluciones dictadas con infracci
de las disposiciones de esta Ley o de la normativa aplicable a la gesti
del patrimonio y a la administración y contabilidad de la Hacienda
la Región de Murcia.

COMUNIDAD AUTONOMA
DE CASTILLA Y LEON

Se faculta al Consejo de Gobierno y a la Consejería de Hacienda ¡:
dictar cuantas disposiciones scan necesarias para la ejecución de e

Ley.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicac
en el «Boletín Oficial de la Región de Murcia),.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que sea de aplicac
esta Ley, que la cumplan, y a Jos Tribunales y autoridades
corresponda, que la hagan cumplir.

Murcia, 5 de abril de 1990.

DISPOSICI0N FINAL

Art. 106, 1. Sin perjuicio de las competencias del Tribunal
Cuentas, la responsabilidad disciplinaria derivada de los actos
omisiones tipificados en el artículo anterior se exigirán mediante
correspondiente expediente administrativo.

2. El acuerdo de incoación, el nombramiento de Juez instructc
la resolución del expedieme corresponderán al Consejo de Gobie'
cuando se trate de personas que. de éonformidad con el ordenamie
vigente, tengan la consideración de autoridad, y al Consejero
Hacienda en los demás casos.

3. La resolución que, previo informe de la Dirección de
Servicios Jurídicos de la Comunidad Autónoma. ponga fin al expedie
tramitado con audiencia de los interesados. se pronunciará sobre
daños y perjuicios causados de los bienes )' derechos de la Haciel
Pública Regional, imponiendo a los responsables la obligación
indemnizar en la cuantía y en el plazo que se determine.

Art. 107. 1. Los daños y perjuicios derivados de la resolución
expediente a que se refiere el artículo anterior tendrán la considerac
de derecho económico de la Hacienda Pública Regional. gozarán
régimen previsto en los artículos 12. 13 Y 15 de esta Ley. y, en su c.
se procederá a su cobro por la vía de apremio.

2. La Hacienda Pública Regional tendrá derecho al interés prev
en el artículo 19.2 de esta Ley. sobre el importe de los daños y perjuil
desde el día en que los mismos se causaron,

3. Cuando por insolvencia del deudor directo se derive la ac(
hacia los responsables subsidiarios, el interés se calculará desde el
que se les requiera el pago,

16847

a)
b)

livo.
c) La Cuenta de los Organismos autónomos de carácter industrial,

comercial, financiero o análogo.

Responsabilidades

Art. 104. 1. Las autoridades, funcionarios y demás personal al
servicio de la Comunidad Autónoma o de sus Organismos autónomos
y E~presas p~bli~as. regionales que, inten'iniendo dolo. culpa o negli­
gencia grave, mfnngleran esta Ley, quedarán obligados a indemnizar a
~a Hacienda .Pública Regional por los daños y perjuicios causados, con
mdependencIa de la responsabtlidad penal o disciplinaria que, en su
caso, proceda.
_ 2. ~e manera especial, quedarán también sujetos a la obligación de
mdemmza~ los responsables de las funciones de intervención, tesorería
~' orden~cl~n de pagos que, mediando dolo. culpa, negligencia o
IgnOra.ncIa mex~usable. no ha~:an salvado su actuación en el respectivo
expediente med13nte observaCión escrita acerca de la improcedencia o
ilegalidad del acto o resolución.
- 3. La responsabilidad en los supuestos de concurrencia de respon­

sables se.rá IT.lanc.omunada, excepto en los supuestos de dolo, en cuyo
caso sera sohdana.

4. Cuando los superiores de los presuntos responsables y el
orde~ad~r de pagos, respectivamente. tengan noticias de un supuesto
constltu.1I.....o <:te malversaci~n o perjuicio a la Hacienda Pública Regio­
nal, o SI hubiere transcurndo el plazo señalado en el artículo 41.3 de
esta Le~', sin .haberse justificado los mandamientos de pago a que se
refiere, mstrulrán las oportunas diligencias previas v adoptarán con el
mismo carácter las medidas necesarias para asegur~i los derechos de la
Hacienda de la Región de Murcia.

A:-t. 105. Constituyen infracciones, según determina el artículo
antenor:

2. Asimismo, se unirá un estado en el que se refleje el movimiento
y situación de los avales concedidos por la Comunidad Autónoma,
Organismos autónomos, Empresas públicas y demás Entes Que confor­
man el sector público regional.

Art. 100. La Cuenta General de la Comunidad Autónoma se
formará en base a los partes y documentos que reglamentariamente se
determinen, y, en particular, con:

1. La liquidación de los Presupuestos.
2. La Cuenta General de la Deuda Pública. y. en general, del

endeudamiento de la Comunidad Autónoma.
3. Un estado demostrativo de la evolución v situación de los

valores a cobrar y obligaciones a pagar procedéntes de ejercicios
anteriores.

4. Un estado relativo a la e'volución y situación de los anticipos de
Tesoreria a que se refiere el artículo 39 de esta Ley.

5. El resultado del ejercicio.
6. Un estado de los compromisos de gastos adquiridos con cargo a

los ejercicios futuros, al amparo de la autorización contenida en el
articulo 35 de esta Ley, con indicación de los ejercicios a cuyos créditos
hayan de imputarse.

7. La Cuenta General de Tesorería que ponga de relieve la situación
de Tesorería y las operaciones realizadas por aquélla durante el ejercicio.

Art. 101. A la Cuenta General se unirá:

a) Una Memoria justificativa del coste y rendimiento de los
servicios públicos.

b) Una Memoria demostrati\"a del grado de cumplimiento de los
objetivos programados, con indicación de los previstos y alcanzados y
del coste de los mismos.

Art. 102. La Cuenta General se formará por la Intervención
General con las cuentas a que hacen referencia los apartados a), b) y c)
del artículo 99, y con los demás documentos que deban presentarse al
Tribunal de Cuentas, al que se le unirán las cuentas de las Empresas
públicas regionales.

Art. 103. 1. La Cuenta General de la Administración regional de
cada ejercicio se formará antes del 31 de agosto del siguiente.

2. La Cuenta General será aprobada por la Asamblea Regional,
previo conocimiento del informe y Memoria emitidos por el Tribunal
de Cuentas.

a) Haber incurrido en alcance o malversación en la administración
de los fondos de la Comunidad Autónoma.

b) Administrar los recursos v demás derechos de la Hacienda
Pública Regional. incumpliendo las disposiciones reguladoras de su
gestión, liquidación, Inspección y recaudación o ingreso en Tesoreria.

Sea notorio a todos los ciudadanos que las Cortes de Castilla y L
han aprobado, y yo, en nombre del Rey, y de acuerdo con lo qw
establece en el artículo 14.3 del Estatuto de Autonomía, promulg
ordeno la publicación de la siguiente Ley:


